
6-7  
 Jueves, 14 de mayo de 2026 

La Fiscalía General del Estado va-
lora positivamente la iniciativa del 
Gobierno de reforzar la lucha con-
tra la corrupción mediante una 
nueva ley orgánica, la de Integri-
dad Pública, que pretende blindar 
a las administraciones frente a 
prácticas delictivas mediante la 
modificación de hasta 18 normas 
diferentes. No obstante, en el in-
forme preceptivo aprobado por el 
Consejo Fiscal, al que ha tenido ac-
ceso EL PERIÓDICO, el organismo 
dirigido por Teresa Peramato rea-
liza varias sugerencias para mejo-
rarla, que van desde exigir una 
mayor responsabilidad de las em-
presas hasta advertir sobre el ries-
go en la lucha contra el blanqueo y 
el papel de los denunciantes. 

La Fiscalía considera evidente 
que la nueva ley busca un mayor 
castigo de las conductas cometi-
das por las personas jurídicas 
–para que paguen tanto corrup-
tos como corruptores-, pero cree 
que debería incidirse en un «en-
durecimiento generalizado de las 
penas a imponer a las personas 
jurídicas por delitos que afecten a 
la corrupción». 

Dentro de este catálogo inclu-
ye el delito de corrupción en las 
transacciones internacionales, y 
lamenta que las penas a imponer 
a las empresas  no se vean modi-
ficadas en el anteproyecto de ley. 
La reforma que propone el Con-
sejo Fiscal no solo obedece a una 
cuestión de armonía interna del 
Código Penal, sino que pretende 
dar respuesta a algunas de las re-
comendaciones hechas por la 

OCDE. Lamenta asimismo que se 
haya desaprovechado «la oportu-
nidad de introducir la responsabi-
lidad penal de las personas jurídi-
cas en más delitos de los previstos 
actualmente en el Código Penal». 

Por otra parte, el Consejo Fiscal 
estima adecuado extender el nú-
mero de ilícitos penales que llevan 
aparejada la pena de prohibición 
de contratar con el sector público.  
y sugiereren regular el decomiso 
de criptoactivos así como su ven-
ta anticipada. «En la sociedad ac-
tual, y más aún en el mundo de-
lincuencial, la tenencia de crip-
toactivos con un gran valor eco-
nómico es una práctica cada vez 
más habitual y con la que se en-

cuentran los órganos judiciales y 
las fiscalías en el marco de las in-
vestigaciones penales», apunta. 

Sin embargo, en el momento 
en que se produce la explotación 
de las operaciones policiales «no 
se dispone de una regulación ju-
rídica adecuada que asegure có-
mo llevar a término el decomiso 
de esos criptoactivos, su conser-
vación hasta su realización, su 
gestión e incluso su venta antici-
pada para evitar la pérdida de va-
lor inherente al carácter fluc-
tuante que tienen los activos vir-
tuales en el mercado cibernéti-
co», añade el informe.  

Por otra parte, y como la refor-
ma prevé modificar algunos artí-

culos de la denominada Ley del 
Informante para la protección de 
testigos y peritos en causas crimi-
nales, la Fiscalía propone que se 
ofrezca «un programa de seguri-
dad personal, información clara y 
fácilmente comprensible acerca 
de la mecánica y evolución del 
proceso penal y de la posición del 
testigo/perito en el mismo», ade-
más de «asistencia integral y es-
pecializada, que incluya terapia 
psicológica continuada, facilita-
ción de recursos para un aloja-
miento seguro, apoyo para la re-
inserción laboral, social y familiar 
y ayuda y acompañamiento». 

Alertas penitenciarias 

Añaden los fiscales la necesidad 
de «activación de alertas peniten-
ciarias que permitan conocer con 
antelación las salidas de l las sali-
das de los autores del delito como 
consecuencia de permisos peni-
tenciarios o por licenciamiento 
definitivo, y reforzar las medidas 
de seguridad adoptadas, en caso 
de ser preciso».   

También pide la Fiscalía modi-
ficar diferentes preceptos para re-
forzar la confidencialidad de las 
investigaciones y la posibilidad de 
aplazar la comunicación de infor-
mación a las personas afectadas 
para proteger la investigación en 
curso e incluir «la obligación de 
garantizar una supervisión hu-
mana significativa, la exigencia 
de evaluaciones de impacto en 
protección de datos, la previsión 
de medidas de transparencia, así 
como de trazabilidad y rendición 
de cuentas que permitan evaluar 
objetivamente, el funcionamien-
to de los modelos de IA emplea-
dos» en las investigaciones. n
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La fiscal general del Estado, Teresa Peramato, en marzo.

forme incide también en la inten-
ción de la ley de potenciar la fun-
ción del Registro Mercantil, esta-
bleciéndose que serán inscritas en 
el mismo las sanciones penales y 
administrativas de contratar con el 
sector público. 

La Fiscalía vuelve a referirse al 
Índice Único del Consejo General 
del Notariado, que cuenta con una 
base de datos de primer nivel, «por 
la calidad y cantidad de informa-
ción que posee», que nutre la Base 
de Datos de Titularidad Real.  

Operadores enfrentados 

También se ha posicionado en 
contra de algunos aspectos de la 
reforma el Colegio de la Abogacía 
de Madrid, desde cuya perspectiva 
el anteproyecto presenta riesgos. 
Los abogados madrileños hablan 
de «menor seguridad jurídica para 
empresas y terceros, menor capa-
cidad para detectar estructuras 
vinculadas a la corrupción política, 
y menor eficacia en la prevención 
del blanqueo de capitales y de la fi-
nanciación del terrorismo y tam-
bién menor agilidad en el tráfico 
mercantil», según señalaron en un 
comunicado. 

Por otro lado, las novedades del 
anteproyecto de ley han abierto un 
debate y generado cierto enfrenta-
miento entre notarios y registra-
dores. Para el vocal de Registros 
Mercantiles Carlos Orts, el cambio 
es «un avance trascendental que 
acaba con la anomalía española», 
acercándonos a los sistemas que 
ya funcionan en el resto de Europa. 

Orts  pone en valor la informa-
ción registral que a partir de ahora 
será mucho más completa incluso 
porque se podrá verificar por la 
composición social quién es la 
persona física que tiene el control 
de la sociedad con «claridad meri-
diana». En cuanto a los abogados,  
pese a las advertencias del Colegio 
de la Abogacía de Madrid, Jesús 
Pellón, presidente de la Subcomi-
sión de Prevención de Blanqueo de 
Capitales del Consejo General de la 
Abogacía Española, considera que 
facilitar el acceso al Registro Mer-
cantil para realizar estas operacio-
nes es «razonable» y abarata los 
costes para sus clientes.  n

1
La ley anticorrupción, con una 
vocación muy ambiciosa, está dirigida 
a reforzar el ordenamiento jurídico 
frente a los delitos de corrupción 
política y económica en el ámbito  
de las administraciones públicas.

3
Incluye 84 medidas y modifica  
un total de 18 leyes, seis de ellas 
orgánicas, con el fin de elevar 
el estándar punitivo y el efecto 
disuasorio ante estas prácticas 
en el Código Penal.
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Pese a perseguir el delito, 
no fue impulsada por el 
departamento de Justicia, 
sino por el Ministerio de Hacienda.El Periódico de Catalunya
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